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Hechos
Una persona fue diagnosticada con varios trastornos mentales, por lo que le prescribieron 
diversos medicamentos. En el Instituto donde recibió atención médica, le fue negado el 
suministro de sus medicamentos, al considerar que las leyes no contemplaban su otorga-
miento a pacientes ambulatorios. El asunto llegó hasta la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación (la Corte).

Sentencia de la Corte
La Corte resolvió que el Estado está obligado a proteger, con la misma intensidad y bajo 
las mismas condiciones, el derecho a la salud física y mental. En este sentido, señaló 
que el suministro de medicamentos constituye un servicio necesario para la protección 
integral del derecho a la salud.

Al respecto, la Segunda Sala de la Corte señaló que para proteger de manera progresiva 
el derecho a la salud, el Estado está obligado a suministrar medicamentos para todas 
las personas, sin discriminación, particularmente a las personas que pertenecen a un 
grupo en situación de vulnerabilidad. Cabe señalar que esta obligación no implica que 
cualquier medicamento que se solicite deba ser suministrado, pues los Estados pueden 

Además, la Corte sostuvo que no existe fundamento jurídico que indique que los servicios 
prestados a los pacientes ambulatorios son distintos a los de los pacientes hospitali-
zados. En este sentido, cuando una autoridad considere que no es competente para pro-
porcionar medicamentos o cualquier otro servicio básico a una persona que ya admitió 
como paciente, es su obligación referirla a la autoridad competente para suministrárse-
los, con especial énfasis cuando se trata de personas con discapacidad.

de medicamentos para atender a personas con discapacidad psicosocial, implica una pro-
tección reforzada, pues al incidir directamente en su condición de discapacidad la falta 
de medicamentos puede tener una repercusión desproporcionada respecto de las demás 
personas en el goce y ejercicio de otros derechos y en su calidad de vida. 

De este modo, la Corte concedió el amparo a la persona afectada para que el Instituto 
le suministrara los medicamentos previamente recetados.


